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PROCESO SELECTIVO PARA LAS PRUEBAS DE 3 PLAZAS DE TÉCNICO DE GRADO 
MEDIO A.G 

PRIMER EJERCICIO TEÓRICO 

 

1. En qué capítulo del Título Primero se encuadra el artículo 47 de la Constitución 
Española sobre el derecho a la vivienda: 

    A)  En el capítulo primero, de los españoles y los extranjeros. 

    B)  En el capítulo segundo, derechos y libertades. 

    C)  En el capítulo tercero, de los principios rectores de la política social y económica. 

    D)  En el capítulo cuarto, de las garantías de las libertades y derechos fundamentales. 

 
2. Según el artículo 56 de la Constitución Española: 

    A)  Los actos del Rey no requieren de refrendo por el Presidente del Gobierno. 

    B)  La persona del Rey es inviolable, y está sujeta a responsabilidad penal. 

    C)  El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia. 

    D)  El Rey controla y limita el funcionamiento regular de las instituciones. 

 
3. Según el Título II de la Constitución Española: 

    A)  La Reina consorte podrá asumir funciones constitucionales siempre. 

    B)  La sucesión en el trono sigue el orden regular de primogenitura y representación. 

    C)  Para ejercer la Regencia es preciso ser madre del Príncipe de Asturias. 

    D)  El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, prometerá o jurará desempeñar 
fielmente sus funciones. 

 

4. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones sobre las directivas de la Unión Europea es 
correcta? 

    A)  Son directamente aplicables en todos sus elementos desde su publicación, sin necesidad 
de transposición. 

    B)  Vinculan a los Estados miembros destinatarios en cuanto al resultado que debe 
conseguirse, dejando a las autoridades nacionales la elección de la forma y los medios. 

    C)  Carecen de carácter vinculante y únicamente contienen orientaciones para los Estados 
miembros. 

    D)  Tienen siempre aplicación directa y pueden ser invocadas en cualquier circunstancia por 
los particulares frente a otros particulares. 

 

5. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones describe correctamente el principio de efecto 
directo del Derecho de la Unión Europea? 

    A)  Permite que determinadas normas de la Unión puedan conferir derechos a los 
particulares que estos pueden invocar ante los tribunales nacionales. 

    B)  Establece que todas las normas de la Unión deben ser desarrolladas mediante una ley 
nacional antes de poder ser invocadas por los particulares. 

    C)  Significa que únicamente los Estados miembros pueden invocar las normas de la Unión 
ante sus tribunales nacionales. 

    D)  Implica que el Derecho de la Unión solo puede aplicarse cuando existe una sentencia 
previa del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
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6. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones sobre las decisiones de la Unión Europea es 
correcta? 

    A)  Son obligatorias en todos sus elementos y tienen alcance general para todos los Estados 
miembros. 

    B)  Son vinculantes en todos sus elementos para sus destinatarios, cuando los designan. 

    C)  Carecen de carácter vinculante y tienen únicamente valor orientativo. 

    D)  Necesitan siempre ser transpuestas al ordenamiento jurídico nacional para producir 
efectos. 

 

7. ¿Al amparo de qué título competencial se dictó la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local? 

    A)  Artículo 149,3 de la Constitución Española de 1978. 

    B)  Artículo 2 de la Carta Europea de Autonomía Local de 1985. 

    C)  Artículo 149.1.18ª de la Constitución Española de 1978. 

    D)  Artículo 148.1.2ª de la Constitución Española de 1978. 

 

8. De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local, indique cuál de las siguientes potestades no corresponde al 
municipio: 

    A)  Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora. 

    B)  Las potestades reglamentaria y de autoorganización. 

    C)  Las potestades tributaria y financiera. 

    D)  La presunción de legalidad y la potestad de reclamación de sus actos y acuerdos. 

 

9. De conformidad con el artículo 20.1.d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local, la Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones 
existe en los municipios: 

    A)  De más de 5.000 habitantes. 

    B)  Cuando así lo disponga su Reglamento regulador del órgano o así lo acuerde el Pleno de 
su Ayuntamiento. 

    C)  Cuya Comunidad Autónoma lo prevea en sus leyes como organización municipal 
complementaria. 

    D)  Señalados en el título X, y en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto 
favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros, o así lo disponga su 
Reglamento orgánico. 

 

10. En virtud de lo dispuesto en el artículo 124.5 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local, en los municipios a los que resulte de 
aplicación el régimen de organización de los municipios de gran población, previsto en 
el Título X de la mencionada Ley, el Alcalde no podrá delegar la siguiente competencia: 

    A)  Convocar y presidir el Pleno. 

    B)  Convocar y Presidir la Junta de Gobierno Local. 

    C)  Dictar decretos e instrucciones. 

    D)  El ejercicio de acciones judiciales y administrativas en materias de su competencia. 
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11. De acuerdo con el artículo 20 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 
2014, están sujetos a regulación armonizada: 

    A)  Los contratos de obras y de concesión de servicios cuyo valor estimado sea igual o 
superior a 5.304.000 euros. 

    B)  Los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor 
estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.  

    C)  Los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor 
estimado sea igual o superior a 5.538.000 euros. 

    D)  Los contratos de obras y de concesión de servicios cuyo valor estimado sea igual o 
superior a 5.528.000 euros. 

 

12. Según el art. 90.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen 
Local, corresponde a cada Corporación local aprobar  la plantilla de personal, debiendo 
comprender todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y 
eventual. ¿Con qué carácter y a través de qué instrumento? 

    A)  Siempre que se produzca una modificación y a través de la Relación de Puestos de  
Trabajo. 

    B)  Siempre que se produzca una modificación y a través del Catálogo de Puestos. 

    C)  Anualmente y a través de la Relación de Puestos de Trabajo. 

    D)  Anualmente y a través del Presupuesto. 

 

13. Según el artículo 22, del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre,  las 
retribuciones que retribuyen las características de los puestos de trabajo, la carrera 
profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario, se 
denominan: 

    A)  Básicas. 

    B)  Regulares. 

    C)  Complementarias. 

    D)  Extraordinarias. 

 

14. Según el artículo 97 del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre: 

    A)  Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves a los seis meses. 

    B)  Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves al año. 

    C)  Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los dos años y 
las leves a los seis meses. 

    D)  Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y 
las leves al año. 
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15. Según el artículo 87 del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, los 
funcionarios que adquieran la condición de funcionarios al servicio de organizaciones 
internacionales, serán declarados en situación de: 

    A)  Servicios en otras Administraciones. 

    B)  Excedencia Voluntaria. 

    C)  Servicio Activo. 

    D)  Servicios Especiales. 

 
16. El principio de especialidad cualitativa determina que los créditos presupuestarios: 

    A)  No pueden superar la cuantía autorizada, considerada al nivel de vinculación jurídica 
aplicable. 

    B)  Solo pueden utilizarse durante el ejercicio presupuestario. 

    C)  Se destinarán exclusivamente a la finalidad específica para la que hayan sido 
autorizados, considerada al nivel de vinculación jurídica aplicable. 

    D)  Podrán destinarse indistintamente a cualquier finalidad incluida en el presupuesto, 
siempre que no aumente el gasto total. 

 

17. Según lo previsto en el artículo 96.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las 
Administraciones Públicas podrán acordar la tramitación simplificada del 
procedimiento: 

    A)  Cuando lo prevea una norma de rango legal. 

    B)  Cuando lo prevea una norma de rango reglamentario. 

    C)  Cuando razones de interés público o la falta de complejidad del procedimiento así lo 
aconsejen, de oficio o a solicitud del interesado. 

    D)  Cuando razones de interés público o utilidad social lo prevean, de oficio o a solicitud del 
interesado. 

 

18. No se encuentra dentro del ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
conforme al artículo 2: 

    A)  La Administración General del Estado. 

    B)  Las Entidades que integran la Administración Local. 

    C)  Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes de las Administraciones Públicas. 

    D)  Las entidades de derecho privado no vinculadas o dependientes de las Administraciones 
Públicas. 
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19. De acuerdo con el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cúales no están obligados a 
relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas: 

    A)  Las personas físicas, en todo caso. 

    B)  Las personas jurídicas, en todo caso. 

    C)  Las entidades sin personalidad jurídica, en todo caso. 

    D)  Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente 
con la Administración, en todo caso. 

 

20. Los actos administrativos nulos o anulables que contengas los elementos 
constitutivos de otro distinto: 

    A)  Serán anulados y dictados de nuevo. 

    B)  Serán nulos en todo caso. 

    C)  Producirán los efectos de éste. 

    D)  Deberán ser convalidados. 

 
21. De conformidad con la normativa de procedimiento administrativo común: 

    A)  Los actos de las Administraciones Públicas producen efecto desde el momento en el que 
se dicten, salvo en los supuestos de procedimientos relativos a responsabilidad civil de la 
Administración y ejercicio de la potestad sancionadora. 

    B)  Los actos de las Administraciones Públicas producen siempre efecto desde el momento 
en el que se dicten. 
    C)  Los actos de las Administraciones Públicas producen efectos desde el momento en el 
que se dictan con la única excepción de los dictados en el ejercicio de la potestad 
sancionadora. 

    D)  Ninguna de las anteriores es correcta. 

 
22. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derechos: 

    A)  Los actos que no limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. 

    B)  Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen 
de órganos consultivos. 

    C)  Los actos que acepten pruebas propuestas por los interesados. 

    D)  Ninguna de las anteriores es correcta. 

 

23. Según el artículo de 40 de la Ley 39/2015, el órgano que dicte las resoluciones y 
actos administrativos deberá cursar la notificación en el plazo de: 

    A)  Cinco días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 

    B)  Diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 

    C)  Quince días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 

    D)  Un mes a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 
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24. Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse 
presente éste en el momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la 
misma: 

    A)  Cualquier persona mayor de doce años que se encuentre en el domicilio y haga constar 
su identidad. 

    B)  Cualquier persona mayor de catorce años que se encuentre en el domicilio y haga 
constar su identidad. 

    C)  Cualquier persona mayor de dieciseis años que se encuentre en el domicilio y haga 
constar su identidad. 

    D)  Cualquier persona mayor de dieciocho años que se encuentre en el domicilio y haga 
constar su identidad. 

 
25. Los actos administrativos serán objeto de publicación: 

    A)  Cuando la Administración estime que la notificación efectuada a un solo interesado es 
insuficiente para garantizar la notificación a todos, no siendo, necesaria la notificación 
individual. 

    B)  Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad determinada de personas. 

    C)  Cuando lo aconsejen razones de interés público apreciadas por el órgano competente 

    D)  La respuesta B y C son correctas. 

 
26. Son nulos de pleno derecho los actos de las Administraciones Públicas: 

    A)  Que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de 
poder. 

    B)  Que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo reglamentario. 

    C)  Que sean dictados por órgano competente por razón de la materia o del territorio. 

    D)  Que tengan un contenido imposible. 

 

27. Según lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

    A)  El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la 
conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no 
haberse cometido la infracción. 

    B)  La nulidad o anulabilidad de un acto implicará la de los sucesivos en el procedimiento, 
aunque sean independientes del primero. 

    C)  El defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los 
requisitos materiales indispensables para alcanzar su fin. 

    D)  La Administración podrá convalidar los actos nulos, subsanando los vicios de que 
adolezcan 
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28. A los efectos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, tendrán capacidad de obrar 
ante las Administraciones Públicas: 

    A)  Las personas físicas, en todo caso. 

    B)  Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las 
normas administrativas. 

    C)  Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las 
normas civiles. 

    D)  Cuando esté previsto reglamentariamente, los grupos de afectados, las uniones y 
entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos. 

 

29. Que afirmación es correcta según lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local: 

    A)  Los actos de las entidades locales no son inmediatamente ejecutivos, salvo en aquellos 
casos en que una disposición reglamentaria establezca lo contrario. 

    B)  Los actos de las entidades locales son inmediatamente ejecutivos, salvo en aquellos 
casos en que una disposición reglamentaria establezca lo contrario. 

    C)  Los actos de las entidades locales son inmediatamente ejecutivos, salvo en aquellos 
casos en que una disposición legal establezca lo contrario. 

    D)  Los actos de las entidades locales no son inmediatamente ejecutivos, salvo en aquellos 
casos en que una disposición legal establezca lo contrario. 

 

30. Los miembros de las Corporaciones locales deberán abstenerse en la votación, 
decisión y ejecución de asuntos cuando concurran alguna de las causas establecidas en 
la legislación. Su actuación, cuando haya sido determinante, implicará la: 

    A)  Invalidez del acto. 

    B)  Anulabilidad del acto. 

    C)  Nulidad del acto. 

    D)  Ninguna de las anteriores es correcta. 

 

31. Están legitimados para impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que 
incurran en infracción del ordenamiento jurídico: 

    A)  La Administración del Estado, en todo caso. 

    B)  La Administración de las Comunidades Autónomas, en todo caso. 

    C)  Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y 
acuerdos. 

    D)  Los funcionarios de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y 
acuerdos. 
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32. Según el artículo 30 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que regula el cómputo de 
plazos, cuando estos se fijan en meses, el plazo concluirá: 

    A)  El día siguiente al que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en 
el mes de vencimiento. 

    B)  El mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el 
mes de vencimiento. 

    C)  A los treinta días contados a partir del día siguiente en que se produjo la notificación o 
publicación. 

    D)  El primer martes del mes siguiente a la notificación o publicación. 

 

33. Según el artículo 57 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, "El órgano administrativo que 
inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, 
podrá disponer, de oficio o a instancia de parte, su acumulación a otros con los que 
guarde identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el mismo órgano quien 
deba tramitar y resolver el procedimiento". ¿Procede recurso contra el acuerdo de 
acumulación? 

    A)  No procede recurso alguno. 

    B)  Únicamente cabe recurso de Alzada. 

    C)  Únicamente cabe recurso de Reposición. 

    D)  Puede interponerse recurso de Alzada y de Reposición. 

 

34. En cuanto al desistimiento, el artículo 93 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, indica 
textualmente lo siguiente: 

    A)  En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, no siendo 
necesaria la motivación, en los supuestos y con los requisitos previstos en las Leyes. 

    B)  En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración no podrá desistir. 

    C)  En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, 
motivadamente, en los supuestos y con los requisitos previstos en las Leyes. 

    D)  En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, 
motivadamente, únicamente en los supuestos que afecten al interés general. 

 

35. Según establece la Ley 9/2023, de 5 de mayo, de función pública de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja en el art. 114, apartado 11, la excedencia voluntaria con reserva 
de puesto podrá tener una duración: 

    A)  De entre seis meses y un año. 

    B)  De entre un año y dos años. 

    C)  De entre dos años y cuatro años. 

    D)  De entre tres meses y seis meses. 
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36. Se excluye de la negociación colectiva, según el art. 37 Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público: 

    A)  La regulación y determinación concreta, en cada caso, de los sistemas, criterios, órganos 
y procedimientos de acceso al empleo público y la promoción profesional. 

    B)  Los criterios generales de acción social. 

    C)  Los planes de Previsión Social Complementaria. 

    D)  Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación. 

 

37. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán, de acuerdo con el  Real 
Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen 
Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado: 

    A)  A los seis años. 

    B)  A los tres años. 

    C)  A los dos años. 

    D)  Al año. 

 

38. La responsabilidad disciplinaria se extingue, según establece el artículo 19 del Real 
Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen 
Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado: 

    A)  Con el cumplimiento de la sanción, muerte y prescripción de la falta o de la sanción. 

    B)  Con el cumplimiento de la sanción, muerte y prescripción de la sanción. 

    C)  Con el cumplimiento de la sanción, muerte, prescripción de la falta o de la sanción y el 
indulto. 

    D)  Con el cumplimiento de la sanción, muerte, prescripción de la falta o de la sanción, 
indulto y amnistía. 

 

39. En los términos del artículo 35 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, los Delegados de Prevención serán designados por y entre los 
representantes del personal, en el ámbito de los órganos de representación previstos en 
las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la siguiente escala: 

    A)  De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5 Delegados de Prevención. 

    B)  De 1.001 a 2.000 trabajadores: 4  Delegados de Prevención. 

    C)  De 1.001 a 2.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención. 

    D)  De 1.001 a 2.000 trabajadores: 7 Delegados de Prevención. 

 

40. Según define el artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgo Laborales, se consideran "daños derivados del trabajo": 

    A)  La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo. 

    B)  Las posibles patologías derivadas del trabajo. 

    C)  Las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo. 

    D)  Ninguna es correcta.  
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41. La reclamación económico administrativa es: 

    A)  Un recurso jurisdiccional en sede administrativa. 

    B)  Un procedimiento de revisión que no agota vía administrativa. 

    C)  Un procedimiento especial de revisión en vía administrativa. 

    D)  Es un tipo de recurso extraordinario de revisión.  

 
42. La falta de legitimación del recurrente para interponer un recurso administrativo es: 

    A)  Causa de inadmisión del recurso.  

    B)  Causa de estimación parcial del recurso. 

    C)  Es causa de desestimación del recurso. 

    D)  No constitutuye causa para desestimar el recurso. 

 
43. En materia de recursos administrativos el principio pro actione permite: 

    A)  Suspender automáticamente el acto impugnado. 

    B)  Reabrir un plazo ya concluido. 

    C)  Utilizar el recurso contra un acto firme. 

    D)  Tramitarlo pese a existir un error en la denominación del recurso administrativo. 

 

44. Cuando no sea posible determinar la responsabilidad correspondiente a cada 
Administración concurrente: 

    A)  Responderá la Administración con mayor participación en la financiación del servicio y 
subsidiariamente las demás. 

    B)  La responsabilidad será solidaria. 

    C)  No podrá reconocerse indemnización hasta que se determine la participación de cada 
Administración. 

    D)  La responsabilidad se distribuirá por partes iguales. 

 

45. Respecto de los impuestos locales de exacción obligatoria, las ordenanzas fiscales 
podrán: 

    A)  Acordar su imposición. 

    B)  Establecer nuevos beneficios fiscales, además de los previstos en la norma estatal.  

    C)  Fijar los elementos necesarios para determinar las cuotas tributarias, dentro de los 
límites legales. 

    D)  Acordar su supresión. 

 
46. Las entidades locales no podrán establecer tasas por la prestación del servicio de: 

    A)  Vigilancia especial de los establecimientos que lo soliciten.  

    B)  Otorgamiento de licencias urbanísticas.  

    C)  Servicio de tratamiento y eliminación de residuos sólidos.  

    D)  Limpieza de la vía pública.  
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47. Las notas que diferencian a los precios públicos de las tasas son fundamentalmente: 

    A)  Voluntariedad y concurrencia con el sector privado.  

    B)  Obligatoriedad y concurrencia con el sector privado.  

    C)  Voluntariedad o concurrencia con el sector privado.  

    D)  Concurrencia con el sector privado u obligatoriedad.  

 
48. Las deudas tributarias pueden compensarse: 

    A)  Únicamente a solicitud del obligado tributario.  

    B)  Solo durante el período de recaudación voluntaria.  

    C)  De oficio o a instancia del obligado tributario. 

    D)  Cuando se trate de deudas del mismo tributo. 

 

49. La Administración notifica dos liquidaciones tributarias: la primera, el día 15 de un 
mes, y la segunda, el día 16 del mismo mes. ¿Cuándo finaliza, respectivamente, el plazo 
de pago en período voluntario? 

    A)  Para ambas, el día 20 del mes posterior o, si no fuera hábil, el inmediato hábil siguiente. 

    B)  Para la primera, el día 20 del mes posterior; para la segunda, el día 5 del segundo mes 
posterior, trasladándose en ambos casos al inmediato hábil siguiente si el día de vencimiento 
no fuera hábil. 

    C)  Para la primera, el día 20 del mismo mes; para la segunda, el día 5 del mes posterior, 
trasladándose en ambos casos al inmediato hábil siguiente cuando corresponda. 

    D)  Para la primera, el día 5 del mes posterior; para la segunda, el día 20 del segundo mes 
posterior, trasladándose al inmediato hábil siguiente cuando corresponda. 

 

50. En la clasificación por programas del presupuesto de gastos de las entidades 
locales, el código 932 identifica: 

    A)  El área de gasto "Actuaciones de carácter general". 

    B)  La política de gasto "Administración financiera y tributaria". 

    C)  El grupo de programas "Gestión del sistema tributario". 

    D)  El grupo de programas "Promoción y fomento del deporte". 

 
51. Las bases de ejecución del presupuesto no pueden: 

    A)  Regular la competencia para aprobar los expedientes de incorporación de remanentes 
de crédito.  

    B)  Aprobar el plan de disposición de fondos de la entidad.  

    C)  Determinar los créditos que se consideran ampliables. 

    D)  Fijar las normas para la expedición de ordenes de pagos a justificar. 

 

52. ¿Cuál de los siguientes documentos no forma parte de los que deben unirse al 
Presupuesto de la Entidad Local? 

    A)  Liquidación del presupuesto del ejercicio anterior y avance de la del corriente. 

    B)  Anexo de inversiones a realizar durante el ejercicio. 

    C)  Estado de origen y aplicación de fondos.  

    D)  Informe económico financiero.  
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53. Podrán generar crédito en los estados de gastos de los presupuestos los ingresos 
derivados de las siguientes operaciones: 

    A)  Liquidaciones tributarias.  

    B)  Enajenaciones de bienes de la entidad local.  

    C)  Bajas en créditos del estado de gastos. 

    D)  Operaciones de tesorería a corto plazo.  

 

54. Para las atenciones corrientes de carácter periódico o repetitivo, los fondos librados 
a justificar podrán tener el carácter de: 

    A)  Reintegros de gastos.  

    B)  Compromisos de gasto a justificar. 

    C)  Gastos de tramitación anticipada. 

    D)  Anticipos de caja fija.  

 

55. Los derechos pendientes de cobro que se consideren de difícil o imposible 
recaudación deben ser considerados para configurar: 

    A)  El resultado presupuestario. 

    B)  Los remanentes de crédito. 

    C)  El remanente de tesorería.  

    D)  El saldo de compromisos.  

 
56. Los remanentes de crédito que se incluyen en la liquidación del Presupuesto son: 

    A)  Los saldos de créditos iniciales que no han llegado a convertirse en obligaciones 
reconocidas. 

    B)  Los saldos de créditos definitivos que no han llegado a convertirse en obligaciones 
reconocidas. 

    C)  Los saldos de creditos iniciales que no han llegado a convertirse en gastos 
comprometidos. 

    D)  Las obligaciones reconocidas pendientes de pago al cierre del ejercicio.  

  

57. Conforme al artículo 77.1.a) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 
2014, será requisito indispensable que el empresario se encuentre debidamente 
clasificado como contratista de obras de los poderes adjudicadores en los: 

    A)  Contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros.  

    B)  Contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 300.000 euros. 

    C)  Contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 350.000 euros. 

    D)  Contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 450.000 euros. 
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58. De conformidad con el artículo 106.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español 
las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014: En los casos en que el órgano de contratación haya acordado la 
exigencia de garantía provisional, en los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares se determinará el importe de la misma, que no podrá ser superior a un: 

    A)  5 por 100 del presupuesto base de licitación del contrato, excluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido y el régimen de su devolución. 

    B)  10 por 100 del presupuesto base de licitación del contrato, excluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido y el régimen de su devolución. 

    C)  3 por 100 del presupuesto base de licitación del contrato, excluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido y el régimen de su devolución. 

    D)  5 por 100 del valor estimado del contrato, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido y 
el régimen de su devolución. 

 

59. Según el artículo 204.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014: 
Los contratos de las Administraciones Públicas podrán modificarse durante su vigencia: 

    A)  Hasta un máximo del veinte por ciento del precio inicial cuando en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares se hubiere advertido expresamente de esta posibilidad. 

    B)  Hasta un máximo del diez por ciento del precio inicial cuando en los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares se hubiere advertido expresamente de esta posibilidad. 

    C)  Hasta un máximo del veinte por ciento del precio inicial cuando en los pliegos de 
prescripciones técnicas se hubiere advertido expresamente de esta posibilidad. 

    D)  Hasta un máximo del cincuenta por ciento del precio inicial cuando en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares se hubiere advertido expresamente de esta posibilidad. 
 
 
  

60. El artículo 39.2.c) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 
determina como causa de nulidad de derecho administrativo en materia de contratos: 

    A)  Los casos en que la invalidez derive de la ilegalidad de su clausulado. 

    B)  Cuando concurra en ellos alguna de las causas que los invalida de conformidad con las 
disposiciones de derecho civil. 

    C)  En aquellos casos en que la anulabilidad derive de la ilegalidad de su clausulado. 

    D)  La falta de publicación del anuncio de licitación en el perfil de contratante alojado en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público o en los servicios de información similares de 
las Comunidades Autónomas. 
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61. De conformidad con la Disposición Adicional Segunda, apartado 4 de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014: En los municipios de gran población 
a que se refiere el artículo 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local, las competencias del órgano de contratación que se describen en 
los apartados anteriores se ejercerán por: 

    A)  El Pleno. 

    B)  El Alcalde. 

    C)  El órgano especializado en contratación administrativa. 

    D)  La Junta de Gobierno Local, cualquiera que sea el importe del contrato o la duración del 
mismo, siendo el Pleno el competente para aprobar los pliegos de cláusulas administrativas 
generales. 

 

62. De conformidad con el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local cuando la Administración del Estado o de las Comunidades 
Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o 
acuerdo de alguna Entidad local infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, 
invocando expresamente el presente artículo, para que anule dicho acto en el plazo 
máximo: 

    A)  De un mes. 

    B)  De treinta días. 

    C)  De dos meses.  

    D)  De quince días. 

 

63. De acuerdo con el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local, la aprobación de las Ordenanzas locales requiere un periodo de 
información pública y audiencia de los interesados para la presentación de 
reclamaciones y sugerencias por el plazo de: 

    A)  Máximo de treinta días. 

    B)  Mínimo de quince días.  

    C)  Máximo de quince días. 

    D)  Mínimo de treinta días.  

 

64. De acuerdo con el artículo 123 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local la aprobación de los Reglamentos de naturaleza órgánica 
requiere el:  

    A)  Voto favorable de la mayoría simple de los miembros presentes. 

    B)  Voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros presentes. 

    C)  Voto favorable de la mayoría simple del número legal de miembros del Pleno. 
    D)  Voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros del Pleno. 
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65. Indique cuál de las siguientes afirmaciones no es cierta en relación a la potestad 
reglamentaria municipal: 

    A)  La aprobación inicial del reglamento corresponde al Pleno en los municipios a los que 
resulte de aplicación el régimen de organización de los municipios de gran población. 

    B)  El reglamento entra en vigor en el momento de su publicación en el boletín oficial 
correspondiente. 

    C)  La aprobación del proyecto de reglamento corresponde a la Junta de Gobierno Local en 
los municipios a los que resulte de aplicación el régimen de organización de los municipios de 
gran población. 

    D)  Para la modificación del reglamento ha de seguirse los mismos trámites que para su 
aprobación. 

 

66. Según el artículo 124.4 m) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local, en los municipios sujetos al régimen de gran población, previsto en el 
Título X de la mencionada Ley, la facultad de revisión de oficio de los actos de la alcaldía 
corresponde a: 

    A)  El Pleno. 

    B)  La Junta de Gobierno Local. 

    C)  La Alcaldía. 

    D)  La Junta de Gobierno Local o el Pleno, en función de la materia. 

 

67. De conformidad con el artículo 130.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local, en los municipios señalados en el Título X de la precitada 
Ley, el nombramiento de los coordinadores generales y de los directores generales, 
atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia deberá efectuarse 
entre: 

    A)  Miembros de la Junta de Gobierno Local. 

    B)  Miembros del Pleno municipal. 

    C)  Funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las Entidades 
Locales o con habilitación de carácter nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas 
clasificados en el subgrupo A1. 

    D)  Personal que no reúna la condición de funcionario, salvo que el reglamento Orgánico 
Municipal lo prohíba. 
 
  

68. Según lo establecido en el artículo 46.2 a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases del Régimen Local, el Pleno celebra sesión extraordinaria cuando: 

    A)  Lo decida el Presidente o lo solicite la tercera parte, al menos, del número legal de 
miembros de la Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de tres anualmente.  

    B)  Lo decida el Presidente o lo solicite la cuarta parte, al menos, del número legal de 
miembros de la Corporación sin que ningún concejal pueda solicitar más de tres anualmente.  
    C)  Lo decida el Presidente o lo solicite la tercera parte, al menos, del número legal de 
miembros de la Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de cuatro 
anualmente. 

    D)  Lo decida el Presidente o lo solicite la mayoría absoluta del número legal de miembros 
de la Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de cuatro anualmente. 
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69. Según la Ley 40/2015 de 1 de octubre del Régimen Jurídico del Sector Público, no es 
un principio de la potestad sancionadora: 

    A)  Principio de legalidad. 

    B)  Principio de proporcionalidad. 

    C)  Principio de causalidad. 

    D)  Principio de tipicidad. 

 
70. Según el artículo 28 de la Ley 40/2015, solo podrán ser sancionadas: 

    A)  Únicamente las personas físicas. 

    B)  Únicamente las personas jurídicas. 

    C)  Los grupos de afectados, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar. 

    D)  Únicamente las personas físicas y jurídicas. 

 

71. Según el artículo 85 de la Ley 7/1985, son formas de gestión directa de los servicios 
públicos: 

    A)  La gestión por empresa pública estatal. 

    B)  Gestión por sociedad mercantil local, con capital social privado. 

    C)  Gestión por consorcio público estatal. 

    D)  Gestión por organismo autónomo local. 

 

72. Según el artículo 85.bis de la Ley 7/1985, los estatutos de los organismos autónomos 
locales y de las entidades públicas empresariales locales comprenderán los siguientes 
extremos: 

    A)  El calendario laboral, con indicación expresa de los festivos locales. 

    B)  El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio y contratación. 

    C)  El régimen retributivo de los altos cargos. 

    D)  La identificación del presidente de la entidad. 

 

73. Según el artículo 8 de la Ley 33/2003 de 3 de noviembre de las Administraciones 
Públicas, son principios relativos a los bienes y derechos patrimoniales: 

    A)  Sostenibilidad y eficacia en su gestión. 

    B)  Protección de datos de carácter personal. 

    C)  Identificación y control a través de inventarios o registros adecuados. 

    D)  Enajenación en el caso de que los gastos superen su valoración. 

 
74. Según el artículo 5 de la Ley 33/2003, son bienes de derecho público o demaniales: 

    A)  Aquellos de titularidad pública, independientemente de su uso. 

    B)  Aquellos a los que una ley les otorgue expresamente el carácter de demaniales. 

    C)  Los mencionados en el artículo 137 de la Constitución. 

    D)  Los inmuebles titutalidad de la Administración General del Estado. 
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75. Según el artículo 41 de la Ley 33/2003, para la defensa de su patrimonio, las 
Administraciones Públicas tendrán las siguientes facultades y prerrogativas: 

    A)  Acceso a la justicia gratuita. 

    B)  Derechos de tanteo y retracto. 

    C)  Desahucio en vía judicial. 

    D)  Facultad de investigación y deslinde. 

 
76. Según el artículo 48 de la Ley 33/2003, el premio por denuncia asciende a: 

    A)  10% del valor de los bienes o derechos denunciados. 

    B)  15% del valor de los bienes o derechos denunciados. 

    C)  20% del valor de los bienes o derechos denunciados. 

    D)  25% del valor de los bienes o derechos denunciados. 

 

77. Según el artículo 11 del RDL 7/2015 de 30 de octubre por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, serán expresos, con silencio 
administrativo negativo, los actos que autoricen: 

    A)  Las parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas. 

    B)  Las obras de construcción, de cualquier tipo. 

    C)  La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva, en terrenos incorporados a 
procesos de transformación urbanística. 

    D)  La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares. 

 

78. Según el artículo 44 de la Ley 5/2006 de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de La Rioja, son derechos de los propietarios de suelo urbano: 

    A)  Derecho a costear y, posteriormente, repercutir a la Administración la urbanización 
necesaria para que los terrenos alcancen la condición de solar. 

    B)  Ceder los terrenos que queden fuera de alineaciones. 

    C)  Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración el suelo necesario para la 
ejecución de los sistemas generales. 

    D)  Derecho a edificar los terrenos de su propiedad en las condiciones y plazos que en cada 
caso establezca el planeamiento. 

 

79. Según el artículo 47 de la Ley 5/2006 de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de La Rioja, son derechos de los propietarios de suelo no urbanizable: 

    A)  Derecho de realizar construcciones sin necesidad de solicitar autorización. 

    B)  Derecho de limitar el acceso a la Administración para la realización de trabajos de 
defensa del suelo y vegetación. 

    C)  Derecho de solicitar a la Administración el ejercicio de las potestades de investigación y 
deslinde. 
    D)  Derecho de uso, disfrute y disposición de los terrenos de su propiedad, de conformidad 
con la naturaleza y destino de los mismos. 
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80. Según el artículo 80 de la Ley 5/2006 de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de La Rioja, los estudios de detalle no podrán: 

    A)  Alterar el destino del suelo. 

    B)  Modificar o reajustar las alineaciones interiores. 

    C)  Disminuir la edificabilidad y altura máxima que corresponda a los terrenos comprendidos 
en su ámbito. 

    D)  Generar un beneficio para los propietarios del terreno derivado de la alteración de las 
condiciones de ordenación. 

 

81. El artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, al regular la caducidad dispone lo siguiente: 

    A)  En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos 
seis meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que el 
particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la 
Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la 
resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 

    B)  En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado o de oficio, cuando se produzca 
su paralización por causa imputable al interesado, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo 
sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, 
la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra 
la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 

    C)  En los procedimientos iniciados de oficio, cuando se produzca su paralización por causa 
imputable al interesado, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se 
producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido 
realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el 
archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la 
caducidad procederán los recursos pertinentes. 

    D)  En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos 
tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que el 
particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la 
Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la 
resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 

 

82. La suspensión de la ejecución de los actos tributarios impugnados se produce del 
siguiente modo: 

    A)  Las liquidaciones y las sanciones tributarias se suspenden por la mera interposición del 
recurso. 

    B)  Las liquidaciones requieren solicitud y garantía; las sanciones tributarias se suspenden 
sin garantía. 

    C)  Las liquidaciones se suspenden sin garantía; las sanciones tributarias requieren garantía 
suficiente. 

    D)  Las liquidaciones y las sanciones tributarias requieren solicitud y garantía para su 
suspensión. 
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83. Según el artículo 198.5 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014: Si 
la demora en el pago fuese superior a cuatro meses, el contratista podrá proceder, en su 
caso: 

    A)  A la modificación del contrato, debiendo comunicar a la Administración, con un mes de 
antelación, tal circunstancia, a efectos del reconocimiento de los derechos que puedan 
derivarse de dicha modificación, en los términos establecidos en esta Ley. 

    B)  A la resolución del contrato, debiendo comunicar a la Administración, con un mes de 
antelación, tal circunstancia, a efectos del reconocimiento de los derechos que puedan 
derivarse de dicha resolución, en los términos establecidos en esta Ley. 

    C)  A la suspensión del cumplimiento del contrato, debiendo comunicar a la Administración, 
con un mes de antelación, tal circunstancia, a efectos del reconocimiento de los derechos que 
puedan derivarse de dicha suspensión, en los términos establecidos en esta Ley. 

    D)  A la revisión del precio del contrato, debiendo comunicar a la Administración, con un mes 
de antelación, tal circunstancia, a efectos del reconocimiento de los derechos que puedan 
derivarse de dicha revisión, en los términos establecidos en esta Ley. 

 

84. Según el artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que regula la tramitación de 
urgencia: 

    A)  Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, únicamente de oficio, 
la aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad 
los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de 
solicitudes y recursos. 

    B)  Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición 
del interesado, la aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se 
reducirán a la mitad los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, incluyendo los 
relativos a la presentación de solicitudes y recursos. 

    C)  Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición 
del interesado, la aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se 
reducirán a la mitad los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos 
a la presentación de solicitudes y recursos. 

    D)  Todas las respuestas anteriores son erróneas. 

 
85. ¿Cuál de las siguientes no es una fuente directa del ordenamiento jurídico español? 

    A)  La jurisprudencia. 

    B)  Los principios generales del derecho. 

    C)  La Constitución Española. 

    D)  Derecho Comunitario. 
 


